
SALA CONSTITUCIONAL

MAGISTRADO PONENTE: ANTONIO J. GARCÍA GARCÍA
 

El 26 de enero de 2001 se recibió en la Secretaría de esta Sala Constitucional, proveniente de la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo, el oficio N° 01/297 del 24 de enero de 2001, por el cual se remitió el expediente N° 00-23625 (nomenclatura de dicha Corte), contentivo de la acción de amparo constitucional interpuesta por el ciudadano FRANCISCO JAVIER CARREÑO MONTAÑO, titular de la cédula de identidad N° 6.379.010, asistido por el abogado César Tovar Cordero, inscrito en el Instituto de Previsión Social del Abogado bajo el N° 27.918, contra la Escuela de Ingeniería Agronómica de la Universidad de Oriente.

Dicha remisión se efectuó en virtud de la apelación ejercida el 7 de diciembre de 2000, por el accionante contra la sentencia dictada por la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo el 4 de diciembre de 2000, que declaró  improcedente el amparo constitucional interpuesto.

En esa misma oportunidad se dio cuenta en esta Sala y se designó ponente al Magistrado Antonio J. García García, quien, con tal carácter, suscribe el presente fallo.

Efectuado el estudio de las actas procesales que conforman el expediente, esta Sala procede a emitir decisión, previas las siguientes consideraciones:

I
FUNDAMENTO DE LA ACCIÓN
 

El quejoso interpuso la presente acción de amparo constitucional con base en los siguientes argumentos:

Que, desde el 15 de abril de 1998 ejercía funciones como profesor instructor contratado a tiempo completo en la Escuela de Ingeniería Agronómica de la Universidad de Oriente, función que desempeñó hasta el 30 de marzo de 2000.

Que, el 13 de abril de 2000 esa casa de estudios llamó a los aspirantes a inscribirse en un registro de elegibles para optar al cargo de profesor instructor en la asignatura de maquinaria agrícola. Que, luego de realizarse el proceso de inscripción se efectuó un concurso de credenciales donde se eligió a un ganador que no fue avalado por los demás aspirantes, así como por algunas autoridades de esa universidad, debido a que los funcionarios que fungieron como jurado en dicho concurso, vale decir, el Director y el Jefe de Departamento de la Escuela de Agronomía, según su criterio, no hicieron la evaluación de manera acorde con los procedimientos de selección para el ingreso de los profesores de escalafón, lo que ameritó la designación de una Comisión Revisora, la cual arrojó resultados diferentes sobre las calificaciones obtenidas por los concursantes, por lo que afirmó que la conducta desplegada por los referidos miembros del jurado le constituyó una violación a sus derechos y garantías constitucionales.

Indicó, que posteriormente la  Universidad de Oriente procedió a convocar a los profesores que no hubiesen ingresado mediante concurso a los fines de renovárseles sus contratos, pero que a pesar de encontrarse dentro de los docentes que debían firmar la reconducción del contrato, no pudo hacerlo por cuanto el suyo tenía una advertencia que tenía la palabra “ojo”, lo que impidió su reconducción, excluyéndolo de la nómina de pagos de la Universidad de Oriente. 

Al efecto, consideró que la situación planteada constituía una violación de su derecho al trabajo, a la igualdad en las condiciones y acceso al trabajo y a la vivienda, preceptuados en los artículos 87, 88 y 82 de la Constitución, toda vez que se le cercenó la posibilidad de seguir en su actividad de docente, y continuar su estadía dentro de esa Universidad, que le facilitaba una vivienda en la cual habitaba con su familia.

Por tanto, con base en la situación expuesta, solicitó mediante amparo constitucional se suspendieran los actos materiales por los cuales fue removido, y se le restableciera en su cargo de profesor instructor contratado en la asignatura de Maquinaria Agrícola en la Escuela de Ingeniería Agronómica de la Universidad de Oriente. 

II
DE LA SENTENCIA APELADA

 

El fallo dictado por la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo declaró la improcedencia del amparo constitucional en los términos siguientes:

En lo que respecta a la presunta violación del derecho al trabajo, la sentenciadora observó que de las actas que conforman el expediente riela un informe suscrito por la Comisión Revisora del Proceso de Formación del Registro de Elegibles del Núcleo de Monagas de la Universidad de Oriente, en el cual se indicó que el registro de elegibles es un recurso temporal y extraordinario que permite la escogencia unilateral del candidato que haya demostrado las mejores credenciales para desempeñar el cargo por el que opta; sin embargo, ganar el referido concurso no otorgaba el derecho a ocupar directamente la cátedra, por cuanto debe haber una vacante docente o investigativa que requiera la contratación de un docente, estimando entonces el a quo que no había vulneración del derecho invocado.

Por otra parte, la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo desestimó el alegato relativo a la vulneración del derecho de igualdad en las condiciones de trabajo, fundamentándose para ello en el criterio establecido por este Supremo Tribunal, en el sentido de que para que se constate la vulneración del referido derecho debía existir un trato distinto para un grupo de personas que se encuentren en paridad de circunstancias, es decir, que se apliquen consecuencias jurídicas a sujetos que se encuentren bajo el mismo supuesto de hecho, situación que, en el caso de autos, estimó no había sucedido.

Por último, el a quo rechazó la vulneración del derecho a la vivienda, por cuanto el accionante sólo indicó su quebrantamiento, sin señalar las circunstancias fácticas que harían procedente la protección constitucional.

III
CONSIDERACIONES PARA DECIDIR
Corresponde a esta Sala pronunciarse sobre la apelación interpuesta y, al respecto, observa que de conformidad con los criterios establecidos en materia de competencia en amparo constitucional (sentencias del 20 de enero de 2000. Casos: Emery Mata Millán y Domingo Gustavo Ramírez Monja),  le corresponde a esta Sala conocer de las apelaciones y consultas de las sentencias dictadas por la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo, razón por la cual, en el presente caso, resulta competente para pronunciarse sobre la apelación interpuesta. Así se declara.

Señalado lo anterior, se observa que la pretensión alegada por el accionante tiene por objeto constreñir a la Universidad de Oriente a que efectúe la renovación del contrato que había suscrito para dar clases como profesor contratado en esa Casa de Estudios. En tal sentido, resulta necesario reiterar doctrina sentada en esta materia, relativa a que la acción de amparo constitucional tiene por finalidad restituir una situación jurídica que resulte gravosa a derechos y garantías constitucionales, entendiéndose entonces que la misma sólo tiene efectos restitutorios y no constitutivos, por lo que exigir mediante la presente acción, una pretensión que conlleve en sí un efecto constitutivo de derechos y obligaciones, como lo es el suscribir un contrato que origine una relación laboral, constituye un pedimento que excede de los efectos inherentes a la acción de tutela. 

En tal sentido, esta Sala en anterior oportunidad (Sentencia N° 2355/2001. Caso Esther Díaz Blanco y otros vs. Universidad Santa María y Consejo Nacional de Universidades), delimitó el alcance netamente restitutorio del amparo constitucional, a saber:
“Ahora bien, esta Sala en anteriores oportunidades ha sostenido que el amparo constitucional tiene como finalidad proteger los derechos constitucionales denunciados como vulnerados, siendo una de sus características fundamentales, su naturaleza restablecedora -y no constitutiva- por cuanto los efectos que se pueden lograr, con la sentencia que al respecto se dicte, son restitutorios, sin existir la posibilidad de que puedan crearse, modificarse o extinguirse situaciones jurídicas que no existían para el momento de la interposición de la demanda.



. 




Por ello, la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales en el artículo  6. 3, prevé la inadmisibilidad del amparo, cuando la violación del derecho constitucional constituya una evidente situación irreparable.

 

En el presente caso, la Sala observa que la pretensión de amparo es que las autoridades universitarias le den curso a la inscripción de los accionantes, en virtud de que ellos efectuaron su pre-inscripción en el año 1991 y si bien no presentaron la prueba de aptitud académica de ese año, si lo hicieron en los años anteriores.

Ahora bien, dicha pre-inscripción se efectuó -según afirman los accionantes- hace aproximadamente diez (10) años para ingresar en el período 1991-1992, razón por la cual los recaudos remitidos a esta alzada son suficientes para concluir que es evidente la imposibilidad de restablecimiento de la situación jurídica infringida, por lo que de conformidad con el artículo  6. 3 antes referido, la acción de amparo interpuesta debía ser declarada inadmisible, tal y como lo declaró el a quo, razón por la cual se confirma el fallo consultado. Así se declara”.
 
Partiendo de ello se debe indicar, tal como lo señaló la consultada, que es potestad de las universidades nacionales renovar o no los contratos que mantengan con el personal docente que no esté incluido dentro del escalafón universitario (salvo que existan ciertas previsiones en las actas convenio que otorguen algún beneficio a este tipo de personal respecto a esta materia), concluyéndose que la falta de renovación del contrato como profesor contratado no constituyó per se, vulneración que requiera la interposición de la acción de amparo constitucional, pues dentro de la esfera jurídica del accionante no existía el derecho susceptible de ser tutelado en el mejor de los casos mediante la acción de amparo constitucional, razón por la cual, la Sala confirma la sentencia dictada el 4 de diciembre de 2000, por la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo. Así se decide.

IV

DECISIÓN

 

Con fundamento en las consideraciones expuestas, esta Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, CONFIRMA la sentencia dictada por la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo el 4 de diciembre de 2000, la cual declaró improcedente la acción de amparo constitucional interpuesta por el ciudadano FRANCISCO JAVIER CARREÑO MONTAÑO, asistido de abogado, contra la Escuela de Ingeniería Agronómica de la Universidad de Oriente.

Publíquese, regístrese y notifíquese.

Dada, firmada y sellada, en el Salón de Audiencias de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas a los 15 días del mes de AGOSTO de dos mil dos (2002). Años 192° de la Independencia y 143° de la Federación.

El Presidente,
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El Vicepresidente,
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